Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 30 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social da la bienvenida al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, al señor 
Subsecretario y asesores. 


Antes de darle la palabra al señor Ministro, vamos a dar cuenta de algunos asuntos entrados. Uno de ellos es una nota que la 
Asociación de Retirados y Pensionistas Policiales de San José hizo llegar al señor Presidente del Senado solicitando la aprobación 
del proyecto de ley relacionado con el pago de aportes correspondientes a las remuneraciones que los funcionarios perciben por 
tareas extraordinarias. 


Asimismo, damos ingreso a un proyecto de ley que ya fue aprobado por la Cámara de Representantes, referido a las normas para 
el incremento, mediante beneficios tributarios, del empleo. 


También ha llegado un mensaje y proyecto de ley elevado por el Poder Ejecutivo sobre el discapacitado con actividad pública o 
privada, compatibilidad con la percepción de la pensión por invalidez. Tenemos entendido que el señor Ministro va a realizar 
comentarios sobre este último proyecto de ley. 


Comenzamos, pues, con la consideración del proyecto de ley sobre discapacitado con actividad pública o privada, Carpeta N* 
1114/2003, Distribuido N* 2276/2003. 


SEÑOR GALLINAL.- Es un gusto recibir al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y al equipo que lo acompaña en sus 
labores en el Ministerio. 


En primer lugar, quiero solicitar que el proyecto sobre empleo sea colocado en primer lugar del orden del día de la próxima sesión 
de la Comisión. Imagino que para todos es una prioridad -al igual que para el señor Ministro- y considero que es un tema que 
merece una pronta resolución. 


En segundo término, antes de ingresar directamente al análisis del tema de hoy, quisiera recordar al señor Ministro dos temas que 
conversamos en ocasión de la última sesión de la Comisión en que contamos con su presencia. Por un lado, me refiero a las 
gestiones que le pedimos que se realizaran con el Banco de Previsión Social -que esperamos se lleven adelante- para ver si 
podemos lograr un acercamiento en lo que se refiere al fiel cumplimiento de la ley referida a los pagos a los pasivos. Por otro lado, 
está el tema que fue motivo de una breve intervención y que se refiere a las personas que revisten la calidad de suplentes en el 
Sanatorio Canzani. De nuestra parte, existe la mejor disposición para encontrar una solución. Entendemos que no necesariamente 
hay que recorrer el camino de la ley para encontrarla. 


En consecuencia, dejamos planteado este tema al señor Ministro para ver si en los próximos días nos puede informar sobre si es 
posible, a nivel del Poder Ejecutivo, lograr las voluntades que lleven a la regularización de esa situación y, en caso de que exista 
algún obstáculo o dificultad, saber cómo podríamos contribuir, desde la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, para 
solucionar ese tema. 


Esos eran los puntos que quería dejar planteados al señor Ministro, antes de que se ingresara al análisis de fondo del punto que 
hoy nos ocupa y que ha motivado su visita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En línea con la sugerencia planteada por el señor Senador Gallinal y aprovechando la oportunidad, 
también quiero informar al señor Ministro que en la tarde de ayer el Senado de la República aprobó el proyecto de ley por el cual se 
autoriza al Banco de Previsión Social a realizar retenciones a las jubilaciones en base a solicitudes de crédito otorgadas por las 
cooperativas de ahorro y crédito. Precisamente, en la sesión anterior de esta Comisión, habíamos intercambiado ideas con el señor 
Ministro con relación a este tema y anticipamos nuestra voluntad de votar favorablemente este proyecto de ley, pero indicamos que 
era nuestra aspiración incorporarle alguna norma de control especial, en cuanto a estas cooperativas de ahorro y crédito, por las 
circunstancias que en su momento anotamos. 


Por tanto, habiéndose aprobado en el día de ayer el proyecto de ley, a nuestro modo de ver urge contar con esa norma a los 
efectos de aprobarla. Así lo hicimos conocer en la sesión de ayer, por cuanto manifestamos que aspirábamos a postergar el 
tratamiento del proyecto de ley hasta contar con esta norma, pero luego debimos allanarnos al compromiso asumido por el señor 
Senador Gallinal de atender esta iniciativa una vez que contáramos con ella; por ende, le recuerdo al señor Ministro que nos la 
haga llegar a fin de analizarla y eventualmente aprobarla. 


Dicho esto, si no hay más consideraciones previas, le reiteramos la bienvenida al señor Ministro, así como también al señor 
Subsecretario y a los señores asesores, y le damos el uso de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Con relación al último punto que se planteó, quiero informar que el jueves pasado se envió, desde nuestra Secretaría, el artículo 
que habíamos pensado podía incorporarse al texto concreto donde se habilita a realizar retenciones sobre jubilaciones a las 
cooperativas de ahorro y crédito. Según se me dice, dicho articulado está en el despacho de los señores Senadores. Sin perjuicio 
de ello, podemos hablar sobre él de manera más formal, en la medida en que se envió a través del correo electrónico debido a la 
urgencia, ya que el viernes yo no iba a estar en Montevideo. 


Con respecto al segundo de los puntos que tocó el señor Senador Gallinal, puedo decir que hemos hecho algunas gestiones en 
cuanto a la regularización de los funcionarios del Banco de Previsión Social, aunque esperamos seguir haciéndolas. El problema en 


sí, básicamente, no es tanto del Banco de Previsión Social, sino de índole presupuestal. Entonces, veremos si en los próximos días 
podemos finalmente tener una reunión con el contador Davrieux o con el contador Brasca a los efectos de intentar solucionar ese 
tema, ya que al parecer podría ser relativamente accesible hacerlo porque, según se nos ha informado, esto no significaría un 
gasto o un costo. 


Con relación al tema de los pagos descentralizados, debemos decir que hemos estado hablando con algunos Directores del Banco 
de Previsión Social, en aras de poder avanzar en el cumplimiento de la norma legal y en la instrumentación adecuada de su 
decreto reglamentario. Así, pues, seguiremos considerando esta cuestión que tanto preocupa a la población que está cubierta por 
esos beneficios. 


Si al señor Presidente le parece bien, haría una introducción sobre el proyecto de ley relativo a la compatibilidad; después, si 
eventualmente surgieran preguntas por parte de los señores Senadores, cedería el uso de la palabra al escribano Daniel García 
Zeballos, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y al doctor González Barone, del Banco de Previsión Social, ya que ellos 
han tenido una participación activa en la redacción de dicho proyecto. 


Ante todo, diría que uno de los objetivos principales de las normas sobre prestaciones no contributivas de vejez e invalidez, ha sido 
llegar a la definición de cuándo se está en presencia de una persona indigente o, al decir del artículo 43 de la Ley N* 16.713, 
cuándo esa persona carece de recursos para subvenir a sus necesidades vitales. 


El antecedente legal directo de esta norma recién mencionada -el artículo 43 de la Ley N* 16.713- es el texto del artículo 1% de la 
Ley N* 15.841, de 28 de noviembre de 1986, cuyo literal a) modificó la redacción del artículo 44 del llamado Acto Institucional N* 9, 
del 23 de octubre de 1979, y estableció como requisito de derecho que la persona no posea recursos directos o indirectos que 
superen el aporte vigente de la pensión a la vejez o invalidez. 


De este modo, a partir de 1986 quedó claramente establecido en forma cuantitativa, que para el otorgamiento de la pensión por 
vejez o invalidez, el peticionante es considerado como indigente cuando dispone de ingresos directos o indirectos que no superan 
el monto de la prestación no contributiva. 


Como he dicho, tal criterio del Acto Institucional N* 9, que había sido modificado en el año 1986, fue ratificado a través del ya 
mencionado artículo 43 de la Ley N* 16.713, que dispuso que quienes tuvieran ingresos de cualquier naturaleza u origen, inferiores 
al monto de esta prestación, recibirán únicamente la diferencia entre ambos importes. Ello implicaba que quien superara ese monto 
no tenía derecho a ningún importe por concepto de pensión por vejez o invalidez. 


Así las cosas, la Ley N* 17.266, de 22 de setiembre de 2000, no produjo una modificación en cuanto a las exigencias o los 
requisitos de derecho para acreditar la incapacidad en forma absoluta para todo trabajo, ni tampoco en cuanto a la carencia de 
recursos para subvenir a sus necesidades vitales, sino que creó una compatibilidad del derecho al cobro de la totalidad de la 
pensión por invalidez con los ingresos que provengan de cualquier actividad, pública o privada, o con la jubilación por causal 
común que se configure con dicha actividad. De esta forma, la Ley N* 17.266 produjo una derogación parcial del inciso segundo del 
artículo 43 de la Ley N* 16.713, en el entendido de que sólo alcanza a los beneficiarios de pensión por invalidez, es decir, subsiste 
para los pensionistas por vejez y, en segundo lugar, deroga la forma de liquidar la prestación, esto es, cómo debería cobrar el 
solicitante ante la presencia de otros ingresos. 


Se ha constatado la pertinencia de definir, en una ley complementaria de la Ley N* 17.266, un límite o tope de los ingresos que por 
la actividad o por la pasividad -es decir, puede ser la jubilación por causal común- perciban los beneficiarios de una pensión por 
invalidez, con el fin de poder mantener el derecho al cobro de la totalidad de esa pensión por invalidez. El carácter de 
complementario del texto que se propone por este proyecto de ley que se acaba de enviar, queda referido en que se trata del 
mismo ámbito subjetivo que se amparó o pueda ampararse a los beneficios de la Ley N* 17.266, en la medida en que, al igual que 
la mencionada norma, no se está regulando, si se aprobara la disposición legal propuesta, una modificación en los requisitos de 
derecho, que siguen siendo los del artículo 43 de la Ley N* 16.713, sino que se está estableciendo un tope de ingresos del 
discapacitado, por su actividad remunerada pública o privada, en un monto equivalente a tres pensiones por invalidez. Esto 
determina hasta cuándo puede el pensionista discapacitado cobrar la totalidad de la prestación no contributiva en forma simultánea 
a su otro ingreso. 


A su vez, se estima que en este mismo proyecto de ley, el acto de índole irrenunciable, por su origen legal y su carácter obligatorio, 
de percibir un aguinaldo o un salario vacacional, no desnaturaliza la condición de indigencia, como requisito indispensable para 
tener derecho a las prestaciones no contributivas que nos ocupan. 


Por tal motivo, se incorpora en este proyecto de ley que, al momento de apreciar los ingresos por actividad, sea pública o privada, 
no debe tenerse en cuenta el monto del aguinaldo y el salario vacacional a los efectos de la determinación del derecho y del cobro 
de las pensiones por vejez e invalidez. 


Esta es la introducción que quería hacer, señor Presidente. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Ministro nos había acercado ya hace algunos meses un texto en el que estaba trabajando -un 
borrador, naturalmente- que preveía un tope mayor del total de ingresos; creo que era de cuatro pensiones por invalidez. Recuerdo 
-si no estaba en el texto, lo hablamos- que se había pensado en resolver otros problemas como, por ejemplo, el que se plantearía 
si la persona pierde la pensión por superar el tope y luego pierde también el trabajo. Habría que determinar si, en ese caso, 
retomaría la pensión; sin embargo, este es un tema que no veo que esté claramente resuelto en este texto. Si mal no recuerdo, un 
monto equivalente a una pensión es de algo más de $ 2.000. Nos referimos al caso de una persona que ganara más de eso que, 
en total, si no me equivoco, serían más de siete, salvo que se le sumara a ello; pero como no sé si están sumando, precisamente, 
quisiera recibir alguna explicación más concreta. Dicho de otro modo, desearía saber si están sumando lo que se recibe por la 
pensión más el salario, si es como máximo tres pensiones por invalidez, o si lo que se recibe por salario no supera tres pensiones 
por invalidez. 


Por otro lado, me gustaría saber qué pasa cuando echan a una persona inválida, por ejemplo, ciega. ¿Tiene que volver a hacer 
todo el trámite? Cuando supera determinado monto, ¿lo que hacemos es suspender la pensión? 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a contestar la segunda pregunta; la primera requiere mayor precisión, por lo que preferiría que la 
respondiera el doctor González Barone o el escribano García Zeballos. 


En cuanto a la segunda interrogante, debo decir que es un tema que, efectivamente, fue conversado en la sesión pasada y me 
preocupé por averiguarlo. Hay un instructivo interno del Banco de Previsión Social en el cual, para el caso que menciona el señor 
Senador Michelini como para otros análogos, se habla de suspensión de la pensión por invalidez mientras que exista esa 
retribución extra superior. Pero en el caso de que el beneficiario fuese despedido, no es necesario comenzar de nuevo todo el 
proceso para obtener la pensión por invalidez, puesto que lo que ha habido ha sido una suspensión y no una interrupción. Esto me 
lo ha confirmado en forma verbal, pero explícita, el Presidente del Banco de Previsión Social en la tarde de ayer. 


SEÑOR MICHELINI.- Está el caso individual de la persona que está trabajando, recibe una pensión, la despiden, va al Seguro de 
Paro y en el Banco de Previsión Social salta que cobra la pensión y el Seguro de Paro, con lo que se genera ese hecho que 
conocemos. 


Más allá de esa situación, quisiera hacer otras dos preguntas. En primer lugar, desearía saber si se entiende que esta ley arranca 
con sus dos beneficios el 22 de setiembre de 2000 y si algunos de los casos que quedaron pendientes quedan amparados por esa 
normativa. En segundo término, me pregunto si no convendría establecer a texto expreso lo que le han comunicado al señor 
Ministro en forma verbal. Concretamente, me refiero a que se exprese que cuando se superan los términos del inciso primero, la 
pensión se suspende, y a que cuando por diferentes causas se vuelve a los montos menores a tres pensiones por invalidez, se 
levanta la suspensión de la pensión. 


SEÑOR GARCÍA ZEBALLOS.- Con respecto a la pregunta sobre si se había hablado en su momento de la compatibilidad entre 
pensión por invalidez y remuneración por actividad y que la remuneración en lugar de tres pensiones por invalidez fuera de cuatro, 
personalmente quiero señalar que no tengo conocimiento de que se haya manejado ese tope de cuatro. Sí puedo decir lo que dice 
la versión taquigráfica de la sesión del día 12 de diciembre de 2002, donde se menciona, por parte del Director del Banco de 
Previsión Social, señor Ferrari -lo leo textualmente- que "Por un lado, creíamos que el tope era injusto, aunque entendemos que es 
de buena administración que exista, es decir, que no compartimos que sea sin tope. Sabemos que el beneficio actual de pensión 
cuando empiezan a trabajar, tal vez no sea una pensión, sino una partida asistencial que colabora con el trabajador que tiene 
necesidades distintas por las incapacidades y, por ello, necesita un complemento en su presupuesto para ir a trabajar. En ese afán 
de integrarlo" -agrega- "debemos asistirlos hasta llegar a la media de aportación del Banco de Previsión Social, y por eso 
hablábamos de 25 UR. Hoy la media de aportación en el Banco son unos $ 6.000, y 25 UR serían un poco menos. Esto corre la 
suerte del Indice Medio de Salarios", etcétera. 


Quiero aclarar que estamos hablando de montos similares a los que se citan aquí, porque por el monto de tres pensiones estamos 
hablando de $ 6.000, que son más o menos 25 UR. 


SEÑOR MINISTRO.- Aparte de estos $ 6.000 que menciona el Director Ferrari -no recuerdo que se tratara de un tope superior- hay 
que tener en cuenta que se debería o se podría acumular también la pensión por invalidez. De manera que estaríamos hablando de 
un monto superior al Indice Medio de Pasividades que está pagando el Banco de Previsión Social. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR GARCÍA ZEBALLOS.- A modo de ratificación de lo dicho por el señor Ministro, debo decir que al monto de tres pensiones, 
como tope de la remuneración por la actividad pública o privada, se le acumula la pensión por invalidez que percibe el beneficiario. 
Quizás ése sea el punto que genera confusión. 


SEÑOR MICHELINI.- Yo había planteado otras preguntas además de la que se acaba de contestar. Concretamente, quisiera saber 
si esto es retroactivo al 22 de setiembre de 2000. Asimismo, quiero manifestar si a los efectos de la inquietud que ha planteado el 
señor Ministro sobre la suspensión y la comunicación verbal que le hicieron, no sería bueno dejar constancia a texto expreso de 
que cuando se superasen las tres pensiones por invalidez como remuneración de un trabajo, al perderse el trabajo o esos ingresos 
se recupera la pensión sin más trámite que el de la propia comunicación. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que quizás no sea de excelente técnica legislativa introducirse en normas de esta naturaleza ya que son 
más propias de la reglamentación administrativa; de todos modos, en lo que me es personal, no le veo inconveniente a la 
propuesta del señor Senador Michelini. Cabe recordar que estamos hablando de un Ente Autónomo que tiene su propia potestad 
reglamentaria y, por consiguiente, no puedo comprometerme por él. Sin embargo, entiendo que si esa es la práctica que se está 
siguiendo, el hecho de dejar constancia de ello por escrito no presentaría mayor inconveniente. 


Con respecto a la otra inquietud formulada por el señor Senador sobre la eventual retroactividad a la fecha de entrada en vigencia 
de la norma, me gustaría que hiciera la aclaración correspondiente el doctor González Barone. 


SEÑOR GONZALEZ BARONE.- Con respecto al proyecto que estamos analizando debo decir que el primer aspecto corresponde a 
la aclaración acerca de qué es lo que hoy está haciendo el Banco de Previsión Social. Efectivamente, tal como dice el señor 
Ministro y ha expresado el Presidente -eso fue planteado en la reunión a la que aludió el escribano García Zeballos- el criterio que 
se tomaba consistía en que cuando las personas sobrepasaban los montos que en ese momento estaban fijados en el total de la 
prestación, se daba de baja a dicha prestación. Entonces, cuando la persona volvía ante el Banco de Previsión Social a solicitar la 
prestación, se le analizaban los extremos de derecho y lo relativo a la incapacidad, así como la condición de indigencia. 


Como resultado de la comparecencia del Directorio, se modificó en el sentido de que, en vez de dar de baja a esas prestaciones no 
contributivas, éstas quedaron en estado de suspensión hasta tanto los ingresos de la persona -me refiero sobre todo a la parte 
económica- fueran menores que el monto de la prestación, o sea, menores a $ 2.000, por lo que se le reincorporaba en el pago. 


Creo que lo que está planteado en este proyecto de ley es, justamente, discriminar dos cosas que es importante tener en cuenta. 
La primera, son los requisitos o condiciones de derecho que exige la ley, y que la Ley N* 17.266 no modificó, es decir, que la 
persona, para entrar en el goce y tener derecho a la prestación no contributiva, efectivamente debe tener ingresos inferiores al 
monto de la prestación y tener la calidad de incapaz para toda tarea. Lo que está planteando la ley es que una vez que esté 


concedido el derecho, es decir, una vez que la persona ya está en curso de pago a la prestación no contributiva, puede llegar a 
tener, por ingresos de actividad o en el caso de la pasividad común, incrementos que sobrepasen el monto de la prestación -los $ 
2.000- y entonces surge este nuevo tope de tres montos de prestación. Esto es así porque la compatibilidad es con relación al 
derecho al cobro, o sea que la persona justamente por eso no pierde el derecho, sino que se le suspende. 


Esto implicaría que evidentemente habría que determinar en la ley, más que en materia reglamentaria, hasta qué tiempo se 
suspende la prestación o si es algo indefinido. Por ejemplo, en el caso de una persona que tiene la pensión por incapacidad y está 
generando ingresos por actividad de $ 5.500, por lo que sobrepasa el monto, ¿por cuánto tiempo queda suspendida la pasividad? 
Creo que este es un punto interesante a señalar. 


En cuanto al ámbito de aplicación, el hecho de que se pusiera dentro del texto que es para aquellos que se amparan a la Ley N* 
17.266, está indirectamente hablando de que está complementando la ley. Tal como expresó el señor Ministro, la retroactividad no 
es lo más puro a nivel jurídico, pero, en definitiva, estarían comprendidos aquellos que ya se han amparado a dicha ley o que 
estuvieran en situación de ampararse. Por lo tanto, creo que el ámbito se retrotrae, en definitiva, a la promulgación y a la aplicación 
de la Ley N* 17.266. Considero que habría que precisar el tiempo de suspensión, pero aclaro que esta es una opinión estrictamente 
personal. 


SEÑOR MICHELINI.- Por supuesto que no quiero monopolizar el uso de la palabra ya que de pronto otros señores Senadores 
también quieren hacer preguntas. De todos modos, quisiera poner un ejemplo. Supongamos que se otorga una pensión a una 
persona ciega; luego, los avances técnicos permiten que dicha persona recupere la vista, por lo que está en capacidad de trabajo y 
perderá el beneficio. Por tanto, se otorga el beneficio hasta que cambien las condiciones de invalidez, y si éstas no cambian por el 
resto de la vida, el beneficio seguirá vigente. 


Siguiendo con el mismo ejemplo, supongamos ahora que esa persona consigue un trabajo y por el transcurso del tiempo y por los 
aumentos salariales que eventualmente le pudiera corresponder, supera el monto descrito acá. Como el Banco de Previsión Social 
tiene todos los registros, hace una suspensión de cobro -como dice nuestro visitante- del beneficio. ¿Hasta cuándo? Hasta que las 
condiciones de invalidez se pierdan, es decir que la discapacidad no exista o hasta que el monto, por el cual se suspendió el cobro, 
caiga. Por ejemplo, si a una persona que tiene una discapacidad permanente la despiden, podría presentarse al Banco de 
Previsión Social y una vez que se constate que no está trabajando y que sus ingresos no superan el monto fijado, esta institución 
debería pagarle. 


Si se quiere poner alguna restricción más, estamos dispuestos a analizarla, pero nosotros queremos que se ayude a la gente que 
es discapacitada y cuyos ingresos son éstos; no estamos hablando de alguien discapacitado que de repente recibe una herencia, 
porque en ese caso el Estado no debería ayudar, dado que se puede ayudar a sí mismo. 


SEÑOR GONZÁLEZ BARONE.- Hoy por hoy se puede decir que si bien la base de datos corporativos es importante dentro del 
Banco de Previsión Social en cuanto al cruzamiento de datos, por ingreso de actividad, a los efectos de determinar realmente cuál 
es la situación económica, no hay ninguna duda de que cuando la ley habla de "ingresos" se está refiriendo a todo tipo de ingresos. 
Esto lleva a que en materia reglamentaria se haya previsto -quizás no se cumpla por problemas logísticos y de infraestructura- que 
cada tanto tiempo -está previsto un año pero, reitero, no se está cumpliendo- se haga un relevamiento para determinar si 
efectivamente la persona sigue estando en esa franja de ingresos. Es cierto que tiene costos administrativos, pero no sólo se trata 
de los datos que tiene a disposición el Banco de Previsión Social sino, inclusive, lo que son rentas, pequeños alquileres, etcétera. 
Esto se hace a través de declaraciones juradas, y de ahí el hecho de que cada tanto haya que hacer un relevamiento de esos 
extremos. Asimismo es probable que, en materia reglamentaria, haya que rever esa situación. 


SEÑOR GALLINAL.- Voy a ingresar a otro tema dentro del proyecto de ley, que me preocupa, porque me parece que tal como está 
planteada esta iniciativa, no se adecua al propósito con el que en esta Comisión venimos trabajando, en lo que refiere a la 
compatibilidad de la percepción de la pensión por invalidez con el desarrollo de una acción laboral. Digo esto porque leí con mucha 
atención -ya en la oportunidad anterior- la exposición de motivos y veo que allí se hace mucho hincapié en las condiciones en 
función de las cuales se puede acceder a la pensión por invalidez. 


En la página 2 de la mencionada exposición de motivos, al aludir a la Ley N* 6.874 cita a su artículo 1%, que establecía: "Toda 
persona llegada a los setenta años o a cualquier edad si es absolutamente inválida, y que se halle en estado de indigencia, tiene 
derecho a recibir del Estado una pensión", etcétera. 


Posteriormente, en la exposición de motivos se expresa: "son beneficios especiales que están sujetos a la situación de indigencia 
de quienes las soliciten", resaltándose especialmente con negrita el hecho de encontrarse en situación de indigencia. 


Más adelante agrega: "Por lo que viene dicho, uno de los principales objetivos de la normativa imperante en la materia ha sido 
justamente la definición de cuando se está en presencia de una persona indigente o al decir de la disposición vigente en la 
actualidad si “carece de recursos para subvenir a sus necesidades vitales” (art. 43 de la Ley N* 16.713 de 3 de setiembre de 1995)". 


Más adelante expresa: "De este modo quedó claramente establecido en forma “cuantitativa”, que para el otorgamiento de la pensión 
por vejez o invalidez, el peticionante es considerado como indigente" -también resaltado en negrita- "cuando dispone de ingresos 
directos o indirectos, que no superan el monto de la prestación contributiva". Según tengo entendido, hace referencia a la situación 
en que se cuenta con ingresos directos o indirectos que, al día de hoy, no superen los $ 2.065. 


Luego establece: "Con el advenimiento de la Ley N* 17.266 del 22 de setiembre de 2000, si bien no se produce una modificación 
en cuanto a las exigencias" -esto también se destaca con negrita y obviamente está referido, entre otras cosas, a la calidad de 
indigente- "(requisitos de derecho) de acreditar “la incapacidad en forma absoluta para todo trabajo' y la 'carencia de recursos para 
subvenir a sus necesidades vitales', sino que, creó una “compatibilidad” en cuanto al derecho al cobro de la totalidad de la pensión 
por invalidez" -dicho en negrita- "con los ingresos que provengan de cualquier actividad pública o privada o con la jubilación por 
causal común que se configure con dicha actividad". 


Por su parte, en la página 5 de la exposición de motivos también se dice: "Que tal extremo sea plasmado en una disposición de 
rango legal, resulta relevante a los efectos de no desvirtuar la “ratio legis” de la norma que se complementa y desligar a través de 


una vía indirecta, la obtención de un beneficio económico especial, como es la 'prestación no contributiva' de pensión por invalidez, 
a quien no revista la condición de indigente", figurando esto último en negrita. 


Cabe destacar que casi la totalidad de la exposición de motivos está dedicada a preservar la condición de indigente para poder 
otorgar la pensión por invalidez. En consecuencia, si una persona que sufre una invalidez se presenta ante el Banco de Previsión 
Social a solicitar un auxilio o un beneficio de esta naturaleza, y desarrolla una actividad remunerada que supere, en este caso, los 
$ 2.065, nunca podrá acceder a una pensión por invalidez. 


En esta primera interpretación ya está quedando afuera gran parte de la intención que motivó que propiciáramos la creación de una 
norma de estas características. Por lo tanto, si, por ejemplo, una persona inválida desarrolla una actividad remunerada que supera 
los $ 2.065 y se presenta ante el Banco de Previsión Social para solicitar una pensión por invalidez, no se le otorga tal beneficio sin 
importar el monto que perciba por la actividad que está desempeñando. 


Ahora bien, si la situación se produce a la inversa, o sea, si la persona tiene una pensión por invalidez otorgada por el Banco de 
Previsión Social y comienza a desarrollar una actividad remunerada, eventualmente podría seguir percibiendo la pensión y seguir 
cobrando sus haberes por su desempeño laboral. Sin embargo, me parece que esto tampoco se daría en el último caso. En 
definitiva, no estamos solucionando el problema que hemos planteado. 


Este es un proyecto de ley que solamente tiene carácter o valor para quienes hoy son beneficiarios de una pensión por invalidez. 
En alguna medida surge del propio texto que dice: "Los beneficiarios de pensión por invalidez que a partir de la vigencia de la 
presente ley, ya se hubieren amparado o amparen" -no a la pensión por invalidez, sino que aclara- "a los beneficios previstos por la 
Ley N* 17.266 de 22 de setiembre del 2000". Es decir que la norma que estamos aprobando solamente tiene valor para quienes 
hoy son beneficiarios de la pensión por invalidez, y si están amparados o se amparan a la compatibilidad dispuesta por la ley N 
17.266, podrán tener derecho al cobro de la prestación no contributiva, es decir a los beneficios del Banco de Previsión Social, en 
tanto que dichos ingresos desde la actividad remunerada no superen el monto equivalente a las tres pensiones por invalidez, o sea, 
alos $ 6.200. 


Tengo la impresión de que es un marco muy restringido y muy estricto que no ataca al fondo de la cuestión. En mi opinión, los 
autores del proyecto -es justo reconocer que yo no fui uno de ellos, aunque luego compartí la solución que se perseguía- buscaban, 
en cuanto a que la persona inválida pudiera tener una pensión por invalidez pagada por el Banco de Previsión Social y, a su vez, 
pudiera desarrollar una actividad remunerada con un tope, en este caso, de $ 6.200, en función del cual se continúa o se deja 
pagar la pensión correspondiente. 


Creo que, reitero, este era el propósito que perseguían los autores del proyecto, y parece claro que esto no se alcanza de ninguna 
manera si lo que yo expresé es correcto, o sea, si es así la interpretación que estoy haciendo del artículo 1% a la luz de la 
exposición de motivos, en donde se hace tanto hincapié en la condición de indigencia. Tenemos que concluir que en todos los 
casos solamente se va otorgar pensión por invalidez en situación de indigencia y no en otra, por lo cual en todos los casos el Banco 
de Previsión Social va a rechazar cualquier solicitud de pensión por invalidez si la persona trabaja y percibe ingresos superiores a 
los $ 2.065. 


Esto es lo que estamos tratando de consagrar con la aprobación de este proyecto de ley, y me da la impresión de que no es el 
objetivo que estamos persiguiendo cuando queremos establecer una compatibilidad de estas características. 


SEÑOR GONZÁLEZ BARONE.- Lo que expresó el señor Senador Gallinal con respecto al Banco de Previsión Social está 
reflejado, justamente, en el proyecto. Hay que tener en cuenta -quizás sea un problema estrictamente de orden legislativo lograr la 
precisión en su texto y las derivaciones que luego pueden suceder en la interpretación de las normas- que el punto está cifrado en 
el hecho de si a través de la Ley N* 17.266, donde se habla de compatibilidad, se está relevando uno de los requisitos de derecho 
en cuanto a la prestación. Tengo en mis manos un proyecto de ley del doctor Pablo Millor donde se encara justamente ese tema y 
se fija que para los pensionistas por invalidez se eleva el monto, es decir, variaba el requisito de derecho de indigencia y lo llevaba 
al 200% sin que sufra disminución alguna. Esto fue debatido antes de la promulgación de la Ley N* 17.266. 


¿Quién llevó esto cuando surge la interpretación en el ámbito del Banco de Previsión Social? Normalmente, cuando se habla de 
compatibilidad, se alude a derecho al cobro, distinción que tanto se remarca en la exposición de motivos de este proyecto de ley. 
Ello está dado no sólo por una historia dentro de la normativa previsional, porque la situación de compatibilidad entre el sueldo de 
actividad y el de pasividad siempre está referido no al derecho a la prestación, sino justamente al derecho en sí mismo. Es decir, 
tengo el derecho al cobro pero no puedo ejercerlo. 


La interpretación que hizo el señor Senador en este caso, desde el punto de vista de Banco previsional, es correcta. Efectivamente, 
la variación del tope estaría dada en aquellos que ya son pensionistas a raíz de esto. Al parecer, se trata de modificar -y creo que 
quizás esa sea la "ratio legis", como quizás lo interpretó el señor Senador Millor, o por lo menos se dio cuenta de que ese era el 
problema- uno de los requisitos para los pensionistas a la vejez diciendo que, además, pueden tener ingresos por jubilación común, 
como se dijo, y no por incapacidad, porque estamos hablando de un incapaz. Esto es un contrasentido, porque es incapaz para 
toda tarea, pero está trabajando. Más allá de eso, el tema estaba en el monto, en el requisito en cuanto a la indigencia. 


También hay que tener presente que esa modificación traía además una discriminación. ¿Cuál? Las prestaciones no contributivas 
nuestras, como vejez e invalidez, llevarían a una discriminación, porque a la vejez le mantendríamos el monto fijado en forma clara 
por la Ley N* 15.841 -si no me equivoco- recogido indirectamente en el inciso segundo del artículo 43, mientras que con respecto a 
la pensión por invalidez -sean dos, tres o cuatro- se estaría creando un universo que antes era compartido por mayores de setenta 
años también indigentes. En este caso, estaríamos dando un tratamiento diferente a aquellos incapaces de setenta años en cuanto 
a la extrema indigencia. 


Lo que quiero dar a entender es que se manejaron otros proyectos que justamente apuntaban a eso. Cuando el Banco de Previsión 
Social recibe el texto de incompatibilidad -más allá de los resabios de interpretación- estaba dado el derecho al cobro pero no en 
cuanto a los extremos del derecho que se exigen para otorgar la prestación. No sé si fui claro, pero efectivamente ahí es donde 
está planteado el problema. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera hacer una referencia sobre las últimas palabras del doctor González Barone. 


Independientemente de que por la indigencia es un mismo núcleo, por su condición no lo es. A quien es indigente y tiene más de 
setenta años lo tenemos que ayudar; a quien es incapaz y está en la indigencia, también lo tenemos que ayudar con un dinero y 
con la posibilidad de que pueda trabajar. Ojalá que todos, trabajando, llegaran a montos de tal magnitud que hiciera que las 
pensiones se suspendieran, porque de esa manera el que es incapaz para toda tarea empezaría a tener hábitos de trabajo y a 
introducirse en el mundo laboral. De pronto logra niveles de remuneración tales que la sociedad no lo tendría que ayudar. 


Entonces, tenemos un proyecto de ley que abarca una parte de quienes son incapaces, es decir, aquellos a quienes ya se les dio la 
pensión. Por otro lado, tendríamos dos universos más: los incapaces cuya condición económica, trabajen o no, es buena y por lo 
tanto no los debemos ayudar porque lo hace la familia, y aquel núcleo de incapaces que estando en una situación de relativa 
indigencia, a pesar de todo desarrollan un trabajo, y cuando fueron a solicitar la pensión no se les otorgó por ese motivo. 


Sí habría una discriminación, planteada por el señor Senador Gallinal, respecto a aquellos que no estaban incluidos en esta 
situación. Lo cierto es que si hay voluntad, por parte del Poder Ejecutivo, de un tratamiento igualitario, creo que rápidamente se 
podría corregir. De otro modo, atenderíamos a esta parte del universo y estudiaríamos la otra. Confieso que, en lo personal, me 
sumaría -aunque tuviéramos que esperar algunos días- a la posibilidad de encontrar una solución final para este tema a partir del 
artículo 43 de la Ley N* 16.713, que es el que establece quiénes pueden recibir una pensión por invalidez. 


SEÑOR GALLINAL.- Por mi parte, quisiera agregar que el universo de la presente ley es muy pequeño y restringido, y hasta podría 
tener una interpretación más restrictiva que la que he señalado. Sin embargo, podría ser que esto estuviera referido no solamente a 
quienes sean beneficiarios de una pensión por invalidez y que sólo por el hecho de serlo puedan verse también beneficiados por 
esta ley -esta sería una primera interpretación, la más amplia, y aún así es restrictiva del universo que queremos contemplar- sino 
también a quienes sean beneficiarios de una pensión por invalidez a la vigencia de la ley. 


Esto último constituye también una interpretación lógica de lo que dispone el artículo 1*, que da la posibilidad de que se amparen a 
la ley, si es que no lo han hecho ya, pero siendo beneficiarios de la pensión por invalidez, a partir de la vigencia del presente 
proyecto. 


Comprendo que en lo que terminaríamos -en realidad, creo que eso sería lo justo- sería en la modificación del concepto sustantivo 
y original en función del cual se otorga la pensión por invalidez. Eso es lo que debemos atacar, por decirlo así. El doctor acaba de 
señalar muy claramente que si en el día de mañana una persona ciega -esa sería su invalidez- que desempeña una actividad 
remunerada que supera los $ 2.065, se presenta ante el Banco de Previsión Social a solicitar una pensión por invalidez, será 
rechazada indefectiblemente. 


Entonces, estamos dejando fuera de la cobertura de la ley al universo más grande, que es el que queremos contemplar, porque hay 
una diferencia entre la pensión a la vejez y la pensión por invalidez. Es lógico lo que ha expresado el señor asesor, pero me parece 
que uno de los principios que inspiran la aprobación de un proyecto de estas características es que la persona inválida que puede 
ser beneficiaria de una prestación de estas características, puede ser útil a la sociedad desempeñando una actividad remunerada. 
El hecho de percibir una pensión por invalidez no la excluye de esa inserción en la sociedad. Creo que ese es el objetivo principal 
que se persigue cuando se intenta legislar en esta materia. 


Entonces, tengo la impresión de que deberíamos replantear el tema y buscar una nueva definición, con una nueva iniciativa del 
Poder Ejecutivo, si es que se comparte el criterio en función del cual se cree necesario dar esa oportunidad a los inválidos. Aclaro 
que utilizo ese término porque en la definición se habla de pensiones por invalidez, pero en realidad en estos tiempos se emplean 
otros términos más adecuados, como "discapacitados" o "personas con capacidades diferentes". 


SEÑOR MICHELINI.- En la misma dirección, el Poder Ejecutivo debería enviar la iniciativa. 


Aquí lo que habría que modificar es el artículo 43 de la Ley N* 16.713; donde dice "o, en cualquier edad, esté incapacitado en forma 
absoluta para todo trabajo remunerado", habría que agregar: "o esta remuneración no supere" el monto que se establezca. De esta 
forma, quedarían comprendidas las personas incapacitadas bajo los parámetros del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, del 
Ministerio de Salud Pública y del Banco de Previsión Social que estén recibiendo una pensión y pudieran trabajar, o que ya estén 
trabajando, en cuyo caso podrían solicitarla, en su oportunidad. Naturalmente, el beneficiario tendrá que acreditar, bajo todos los 
parámetros, que es una persona realmente incapacitada. 


SEÑOR GONZÁLEZ BARONE.- Complementando lo que está señalando el señor Senador, también habría que modificar el inciso 
segundo, cuando dice: "Quienes tengan ingresos de cualquier naturaleza u origen inferiores al monto de esta prestación", que 
obviamente está incluyendo también la parte de incapacidad. Si se ve estrictamente el texto, está referido al requisito de 
incapacidad y quizás el segundo inciso está más con la tonalidad de indigencia; por eso habla del monto de la prestación. Creo 
adecuado, entonces, si efectivamente es el consenso, modificar también este segundo inciso. 


SEÑOR MICHELINI.- Comparto que si se ajustara el artículo 43 en el concepto que introdujo el señor Senador Gallinal, debería 
hacerse lo que el doctor ha transmitido, o agregarse un artículo nuevo que dijera que en el caso de todas las personas inválidas 
que tienen derecho a la pensión por invalidez, se tomará como indigencia si no superan determinado monto. Habría que trabajarlo 
un poco, pero me da la sensación de que, así como el Banco de Previsión Social y los Ministerios de Salud Pública y de Trabajo y 
Seguridad Social han sido muy exigentes en que se demuestre la incapacidad -quizás el Estado uruguayo en cierto tiempo fue más 
benévolo en ese sentido- parecería lógico que si las personas realmente incapaces se están incorporando al mercado de trabajo - 
sobre todo por la tecnología, en muchos casos, y en buena hora que lo hagan- subamos sus topes de restricción para que se 
arriesguen a trabajar y no ocurra, como ahora, que muchas de ellas lo piensen dos veces por temor a perder la pensión o por 
consejo de sus familias, que les sugieren que no se pongan a trabajar porque nunca les van a dar la pensión. 


SEÑOR MINISTRO.- En realidad, necesito dar una respuesta cautelosa en virtud de que, tal como comprenderán los señores 
Senadores, a la hora de determinar la ampliación del universo de beneficiarios y de modificar la definición de indigencia para 
obtener este beneficio, será necesario realizar estudios actuariales; también habrá que hacerlo a la hora de evaluar la incorporación 


de un beneficio de esta índole a un panorama general de beneficios para otras contingencias, entre las que se podrían incluir, por 
ejemplo, discriminaciones, distorsiones o situaciones de alguna manera injustas. 


Los señores Senadores comprenderán que en este momento es necesario efectuar una ponderación muy prudente por las 
restricciones financieras que, como todos sabemos, existen en el sistema de seguridad social. 


Por otro lado, es necesario compatibilizar esto con la ineludible y lógica asistencia que el Estado debe efectuar a los indigentes o a 
quienes carecen de los medios suficientes para afrontar la vida por su cuenta. 


Por consiguiente, me gustaría trasladar al seno del Poder Ejecutivo estas inquietudes que se han manifestado en la Comisión 
respecto de este tema y, eventualmente, sugerir los estudios actuariales que sean necesarios. Sin duda, es decisión de la Comisión 
la determinación de si conviene seguir adelante con el estudio de este proyecto o bien esperar a mejorarlo. Sin embargo, a veces lo 
mejor es enemigo de lo bueno. De mi parte y de mi equipo de colaboradores, queda claro que vamos a hacer todo lo que sea 
necesario para seguir avanzando en el estudio de este tema, según las inquietudes que los señores Senadores han planteado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro, del señor Subsecretario, del señor Director General de 
Trabajo y asesores. 


No habiendo más asuntos para tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 36 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


